Blanca Neire Arango Cano Vs Colpensiones  Rd. 66001-31-05-003-2015-00433-01

Providencia:                               Auto-Incidente de Desacato- 10 de marzo de 2016
Radicación Nro. :

66001-31-05-003-2015-00433-01
Proceso:

  
INCIDENTE DE DESACATO 

Incidentista:                                Blanca Neire Arango Cano
Incidentado:                                Colpensiones
Magistrado Ponente:                  Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de Origen:                    Tercero Laboral del Circuito 

Tema: 

INCIDENTE DE DESACATO/ Cumplimiento efectivo del fallo de tutela 
“(…) debe precisarse que la orden impartida a la Contraloría General de Risaralda, se limitó a la realización por parte de esa entidad de “todas las gestiones necesarias y que se encuentran establecidas por la Ley 1221 de 2008” para que la tutelante pudiera llevar a la práctica el teletrabajo aprobado por ese ente de control, mediante Resolución No 023 de 2014. 

Dicho acto administrativo fue objeto de modificación por parte de la accionada a través de la Resolución No 306 del 5 de noviembre de 2015 (…) con el fin de limitar la medida de la cual se beneficiaba la señora Arango Cano –teletrabajo- a la vigencia fiscal del año 2015, siendo ésta la razón por la que en la actualidad no goza de tal garantía.

De acuerdo lo expuesto, ningún incumplimiento puede endilgársele a la tutelada, toda vez que la decisión que se reprocha como desatendida, nada dijo respecto a la permanencia del teletrabajo aprobado en favor de la tutelante y, mientras éste estuvo vigente, fue ejecutado por la funcionaria conforme da cuenta el documento visible a folio 47, dado que la entidad suministró los insumos necesarios para que pudiera desarrollar sus funciones a través de la modalidad de teletrabajo (…)”
Citas: Corte Constitucional sentencia T-179-09
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Pereira, diez de marzo de dos mil dieciséis
Acta Nº    de 10 de marzo de 2016
Dentro del término señalado en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 procede la Sala a emitir la decisión que corresponde a la consulta de la sanción que mediante auto de 18 de febrero de 2015 impuso el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira al doctor CÉSAR AUGUSTO AGUIRRE VANEGAS, Contralor General de Risaralda, por desacato a una orden de tutela.

A U T O:

Mediante proveído de 18 de febrero de 2016, el juzgado de conocimiento se pronunció en torno al incidente de desacato instaurado por la accionante BLANCA NEIRE ARANGO CANO con motivo de la desatención del Contralor General de Risaralda, doctor CÉSAR AUGUSTO AGUIRRE VANEGAS, a la orden de tutela que impartiera esta Corporación mediante providencia del 9 de octubre de 2015 y dispuso la sanción contra dicho funcionario, consistente en el cumplimiento de cinco (5) días de arresto y el pago de cinco (5) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
Al tenor de lo normado en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la Acción de Tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitucional Nacional, se envió el expediente a esta Sala de Decisión Laboral a efecto de que se cumpla aquí, por vía de consulta, el control de legalidad de la sanción.

Para resolver, 
SE CONSIDERA:
De siempre ha considerado la Corte Constitucional que el principal propósito del trámite incidental se “centra en conseguir que el obligado obedezca la orden impuesta en la providencia originada a partir de la resolución de un recurso de amparo constitucional”
, definiendo su finalidad, no en la imposición de una sanción, sino en el logro del cumplimiento de la orden constitucional.

En el presente asunto, la orden de tutela consistió en la concesión de permisos a la actora por parte del Contralor General de Risaralda, para que ésta pueda atender citas médicas en otra ciudad, así como la entrega de los insumos y equipos necesarios para hacer efectiva la medida de teletrabajo aprobado por el ente de control.

Mediante comunicación de fecha 9 de noviembre de 2015, la señora Arango Cano informó del incumplimiento de la sentencia por parte de la entidad accionada, poniendo en conocimiento del juzgado de primer grado, una serie de actos discriminatorios en su contra como represalia de su empleador por la iniciación de la acción constitucional que originó la protección a su favor.
Por cuenta de tal manifestación, el Juzgado de conocimiento en auto de 12 de noviembre de 2015, requirió al doctor Edgardo Maya Villzón, para que, en calidad de Contralor General de la República y como superior jerárquico del Contralor General de Risaralda, doctor Humberto Lotero Arenas, hiciera cumplir el fallo de tutela y abriera el correspondiente proceso disciplinario en contra de su subalterno.

En escrito de fecha 17 de noviembre de 2015, el Contralor General de Risaralda, luego de hacer un recuento relacionado con la situación médico-laboral de la señora Arango Cano y las acciones emprendidas por esa entidad para dar cumplimento al fallo de tutela, refirió las inquietudes y vacíos jurídicos que se presentan para acatar la decisión judicial, para luego indicar que las condiciones que dieron lugar a tomar la decisión plasmada en la Resolución No 023 de 2013, es decir en la que se permitió  a la accionante teletrabajar durante una de las jornadas laborales, han cambiado, pues ésta viene laborando de manera continua desde el 8 de noviembre de 2013 hasta la fecha y además, una nueva valoración de salud ocupacional arrojó que no se recomendaba en este caso el teletrabajo.

Con todo y lo anterior, afirma que se autorizó a la señora Blanca Neire Arango Cano el retiro de un computador portátil, una silla tipo ejecutivo, un escritorio y modem de internet para que pudiera laborar en la modalidad de teletrabajo, quedando pendiente la realización de estudios previos de oportunidad y conveniencia de acuerdo con el marco legal, con el fin de atender la solicitud de los bienes y servicios solicitados por la funcionaria –fl 34 vto, 35 y vto-.
Finaliza indicando que continuará realizando las gestiones y consultas necesarias para establecer la viabilidad del teletrabajo en el caso particular, haciendo notar de paso que la inconformidad de la accionante consiste en que a través de la Resolución No 306 de 2015  se limitó la ejecución de sus labores a través de dicha modalidad y que no fue entregada en su vivienda una oficina igual a la que tiene en las instalaciones de la Contraloría General de Risaralda.
No obstante la respuesta ofrecida por el ente de control, el juzgado de conocimiento consideró que no se había cumplido la orden de tutela, en la medida en que la actora continuaba atendiendo sus obligaciones laborales en la Contraloría General de Risaralda, por lo que, mediante providencia de fecha 27 de octubre de 2015 procedió a abrir el incidente de desacato.
Frente a ésta determinación, una vez notificada, la entidad encargada de cumplir el fallo, insistió en los argumentos antes expuestos para acreditar el cumplimiento de la orden de tutela.
A su turno, la Contraloría General de la República solicitó su desvinculación al presente trámite, poniendo de manifiesto que no tiene la calidad de superior jerárquico del Contralor General de Risaralda, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 272 de la Constitución Política.

Ante la designación del doctor César Augusto Aguirre Vanegas como Contralor General de Risaralda, la juez de primer grado procedió a notificarle la existencia de tutela y a requerirlo para que acreditara el cumplimiento del fallo de tutela.  Dicho funcionario, a su turno, se allanó a la respuesta brindada por el ex Contralor e informó de la inviabilidad del teletrabajo otorgado a la actora, debido a la situación financiera que atraviesa la entidad.
El día 18 de febrero de 2016 y luego de cerrada la etapa probatoria correspondiente, se  resolvió de fondo el incidente, declarando que se había incurrido en desacato de la orden judicial impartida, producto de lo cual, se impuso al doctor César Augusto Aguirre Vanegas, en calidad de Contralor General de Risaralda, sanción consistente en multa de 5 salarios mínimos mensuales, ordenando además la notificación de esa decisión a cada una de las partes –fls 124 a 126-, lo cual se materializó a través de los oficios Nos 169 y 170  de 18 de febrero de 2016.

Mediante comunicación de fecha 24 de febrero de 2016, el funcionario sancionado a través de apoderada judicial, impugnó la decisión, insistiendo en el cumplimiento de la orden de tutela e informando de la imposibilidad de instalar el servicio de internet en la residencia de la actora, debido a la falta de autorización de ésta para ello. 
Luego de la anterior reseña procesal, es del caso indicar que el presente asunto se encuentra al conocimiento de la Sala para realizar el control de legalidad a la sanción impuesta y en tal sentido, debe precisarse que la orden impartida a la Contraloría General de Risaralda, se limitó a la realización por parte de esa entidad de “todas las gestiones necesarias y que se encuentran establecidas por la Ley 1221 de 2008” para que la tutelante pudiera llevar a la práctica el teletrabajo aprobado por ese ente de control, mediante Resolución No 023 de 2014. 
Dicho acto administrativo fue objeto de modificación por parte de la accionada a través de la Resolución No 306 del 5 de noviembre de 2015 –fl 8 a 10-, con el fin de limitar la medida de la cual se beneficiaba la señora Arango Cano –teletrabajo- a la vigencia fiscal del año 2015, siendo ésta la razón por la que en la actualidad no goza de tal garantía.

De acuerdo lo expuesto, ningún incumplimiento puede endilgársele a la tutelada, toda vez que la decisión que se reprocha como desatendida, nada dijo respecto a la permanencia del teletrabajo aprobado en favor de la tutelante y, mientras éste estuvo vigente, fue ejecutado por la funcionaria conforme da cuenta el documento visible a folio 47, dado que la entidad suministró los insumos necesarios para que pudiera desarrollar sus funciones a través de la modalidad de teletrabajo, tal como lo demuestra el acta de entrega que milita a folios 74 a 75 del cuaderno principal. 

En este sentido, lo que corresponde es revocar la sanción impuesta al doctor  César Augusto Aguirre Vanegas, al advertir que no se encuentra incumpliendo ninguna de las órdenes impuestas en la sentencia proferida por esta Corporación el 9 de octubre de 2015.
Ahora, no sobra precisar que, desde la óptica simplemente procesal, por garantía del derecho de defensa, tampoco sería posible mantener la decisión de la a quo, pues se advierte que al sancionado no le fueron garantizados sus  derechos dado que a pesar de que, en auto de fecha 28 de enero de 2016, la juez de primer grado ordenó que le fuera notificada la existencia de la tutela y su fallo, en realidad, conforme la comunicación visible a folio 123, solo le fue puesta en conocimiento la iniciación del incidente y se le instó para que informara si ya había procedido a  la atención de la decisión.

Adicionalmente, se dispuso la  sanción sin observar el procedimiento  previsto en el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991, así como el consagrado en el artículo 137 del Estatuto Procesal Civil. 

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 
RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR  la sanción impuesta al doctor César Augusto Aguirre Vanegas, Contralor General de Risaralda, por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, mediante providencia de fecha dieciocho (18) de febrero de 2016. 
SEGUNDO: COMUNICAR esta decisión a los interesados en la forma prevista por el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: DEVOLVER la actuación al despacho de origen.

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE,
Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES        ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO
 LEONARDO CORTÉS PÉREZ
Secretario
� T-179-09. M.P. Humberto Sierra Porto, ratificada en la el Auto 320 de 2013.
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